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SESIONES ORDINARIAS

2019

ORDEN DEL DÍA Nº 1924

COMISIÓN BICAMERAL PERMANENTE 
DE TRÁMITE LEGISLATIVO –LEY 26.122–

SUMARIO: Declaración de validez del decreto 
407 de fecha 7 de junio de 2019, por el cual se 
suspendió, desde el 1º de enero de 2019 hasta el 31 
de diciembre de 2019 inclusive, la aplicación de las 
disposiciones del decreto 814/01 y sus modifi cato-
rias, respecto de los empleados titulares de estableci-
mientos educativos de gestión privada incorporados 
a la enseñanza ofi cial conforme a las disposiciones 
de las leyes 13.047 y 24.049. (13-J.G.M.-2019.)

Dictamen de comisión

 Honorable Congreso:
La Comisión Bicameral Permanente de Trámite Legis-

lativo –Ley 26.122–, prevista en los artículos 99, inciso 3, 
y 100, incisos 12 y 13, de la Constitución Nacional y en la 
ley 26.122 ha considerado el expediente 13-J.G.M.-2019, 
referido al decreto 407 del Poder Ejecutivo nacional del 
7 de junio de 2019, mediante el cual se suspendió desde el 
1° de enero de 2019 hasta el 31 de diciembre de 2019 in-
clusive la aplicación de las disposiciones contenidas en el 
decreto 814, del 20 de junio de 2001, y sus modifi catorios, 
respecto de los empleadores titulares de establecimientos 
educativos de gestión privada que se encontraren incor-
porados a la enseñanza ofi cial conforme las disposiciones 
de las leyes 13.047 y 24.049.

En virtud de los fundamentos que se exponen en el in-
forme adjunto y los que oportunamente ampliará el miem-
bro informante, se aconseja la aprobación del siguiente

Proyecto de resolución

El Senado y la Cámara de Diputados de la Nación

RESUELVEN:

Artículo 1° – Declárase la validez del decreto de 
necesidad y urgencia 407, del 7 de junio de 2019.

Art. 2° – Comuníquese al Poder Ejecutivo.
De acuerdo con las disposiciones pertinentes, el 

presente dictamen es remitido directamente al orden 
del día.

Sala de la comisión, 26 de noviembre de 2019.

Marcos Cleri. – Luis Petcoff  Naidenoff . – 
Ezequiel M. Fernández Langan. – Martín 
O. Hernández. – Fernando A. Iglesias. 
– Luis A. Petri. – Pablo G. Tonelli. –  
Cristina Fiore Viñuales. – Marta Varela.

INFORME

1. Introducción

Por medio del expediente 13-J.G.M.-2019, el jefe 
de Gabinete de Ministros ha remitido a consideración 
de la comisión, de conformidad con lo establecido en 
la Constitución Nacional y en la ley 26.122, el decreto 
de necesidad y urgencia 407, del Poder Ejecutivo 
nacional, del 7 de junio de 2017, mediante el cual se 
suspende desde el 1° de enero de 2019 hasta el 31 
de diciembre de 2019 inclusive, la aplicación de las 
disposiciones contenidas en el decreto 814 del 20 de 
junio de 2001 y sus modifi catorios, respecto de los 
empleadores titulares de establecimientos educativos 
de gestión privada que se encontraren incorporados a 
la enseñanza ofi cial conforme las disposiciones de las 
leyes 13.047 y 24.049.

La suspensión, por medio de decretos de necesidad 
y urgencia, de las contribuciones patronales de los 
empleadores titulares de establecimientos educativos 
de gestión privada es una práctica continua y cons-
tante llevada a cabo por el Poder Ejecutivo y el Poder 
Legislativo de la Nación a lo largo de dieciocho años.

Esta costumbre parlamentaria tiene por único ob-
jetivo suspender la aplicación de las disposiciones 
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contenidas en el decreto 814/2001, respecto de los 
empleadores titulares de establecimientos educativos 
de gestión privada que se encontraren incorporados a 
la enseñanza ofi cial conforme las disposiciones de las 
leyes 13.047 y 24.049.

Sucede que por el decreto 814, dictado el 20 de 
junio de 2001, se dejaron sin efecto las exenciones y 
reducciones de alícuotas aplicables a las contribuciones 
patronales previstas en otras normas y se establecieron, 
con alcance general para los empleadores del sector 
privado, nuevos niveles para tales contribuciones.

Luego, por el título VI, “Seguridad social”, de la ley 
27.430, se modifi caron parcialmente las disposiciones 
del referido decreto. Así, las instituciones privadas 
de enseñanza comprendidas en la ley 13.047 y las 
transferidas a las jurisdicciones provinciales según la 
ley 24.049 quedaron alcanzadas por los términos de la 
legislación previsional citada. Por tanto, a través de los 
decretos 1.034/01, 284/02, 539/03, 1.806/04, 986/05, 
151/07, 108/09, 160/11, 201/12, 249/13, 351/14, 
154/15, 275/16, 258/17 y 310/18, se suspendieron tran-
sitoriamente, para estos empleadores, las disposiciones 
del decreto 814/01, con el fi n de evitar el aumento de 
las contribuciones patronales a su cargo.

La aplicación de las alícuotas de contribuciones 
patronales establecidas en el inciso a) del artículo 173 
de la ley 27.430 para 2019 produciría un incremento 
desmesurado en las contribuciones patronales a pagar 
por las instituciones a las que se hizo referencia, el que 
sería cada vez mayor a medida que nos vamos alejando 
de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires e incluso de 
la propia provincia de Buenos Aires, ya que las reduc-
ciones de las que se benefi cian estos establecimientos 
difi eren en las diversas áreas y regiones del país.

Es que dado que la mayoría de los establecimientos 
educativos privados goza de aporte estatal, siendo 
estos fi nanciados únicamente por las provincias, en 
virtud de la transferencia de los servicios educativos 
a las jurisdicciones provinciales atento lo establecido 
hace varios años por la ley 24.049, el incremento de 
las contribuciones patronales generará un aumento 
importante en las partidas presupuestarias de las pro-
vincias, ya que el aporte estatal no solo contribuye para 
el pago de los sueldos de los docentes curriculares sino 
también al pago de las contribuciones patronales de 
aquellos salarios.

Asimismo, en los casos en los cuales el instituto 
educativo no reciba aporte estatal o lo reciba parcial-
mente, el signifi cativo aumento de las contribuciones 
patronales originará incrementos importantes en el 
valor de los aranceles que abonan las familias por los 
servicios educativos, afectando su economía.

Por tales motivos, de no propiciarse una nueva 
suspensión de las disposiciones del decreto 814/01, 
los establecimientos educativos privados, cuyo fi n 
es esencial para la República Argentina, perderán las 
actuales reducciones de las cuales gozan.

La posibilidad de detraer de la base imponible de las 
contribuciones patronales la suma a que se refi ere el 
primer párrafo del artículo 4° del referido decreto que 
corresponde para el año 2019 no modifi ca el panora-
ma, puesto que el incremento de las alícuotas que se 
produciría con relación a las que actualmente abonan 
los establecimientos excluidos del decreto 814/01 
generaría un costo sensiblemente superior al benefi cio 
de la detracción.

Es bien sabido, en defi nitiva, que resulta prioridad 
fundamental del gobierno nacional atender a los secto-
res de las regiones menos favorecidas del país a través 
de políticas que promuevan un desarrollo más equita-
tivo e igualitario. Y la inclusión en el decreto 814/01 
de las instituciones educativas privadas produciría un 
efecto contrario a este objetivo de la política nacional, 
lo que hizo necesario dictar el decreto 407/2019 para 
corregir el efecto no deseado de aplicarlo a este sec-
tor. Por ello resultó necesaria y urgente la emisión del 
decreto bajo análisis.

2. Competencia de la comisión

Aclarado lo anterior, y de acuerdo con la naturaleza 
de la norma bajo análisis, cabe señalar que estamos 
en presencia de un decreto de necesidad y urgencia, 
dictado por el presidente de la Nación, en su condición 
de sujeto constitucionalmente habilitado para el ejer-
cicio de las facultades aludidas en el tercer párrafo del 
artículo 99, inciso 3, de la Constitución Nacional.

La prerrogativa con que cuenta el titular del Po-
der Ejecutivo para la emisión de una disposición de 
carácter legislativo exige que se verifi que el control 
establecido por la Constitución Nacional y por la ley 
26.122, con el propósito de que la Comisión Bicameral 
Permanente se expida –a través de un dictamen– acerca 
de la validez o invalidez del decreto, para que poste-
riormente dicho dictamen sea elevado al plenario de 
cada Cámara para su expreso tratamiento.

Este criterio, que el constituyente reformador de 
1994 consagró y que luego el legislador perfeccionó, 
permite la emisión de decretos por parte del Poder Eje-
cutivo solamente cuando se verifi quen circunstancias 
excepcionales de necesidad y urgencia que demanden 
una inmediata solución legislativa que no implique de 
forma alguna retardo o postergación, como pueden ser 
los plazos previstos por la Constitución para la forma-
ción y sanción de las leyes.

Bajo tal inteligencia, como quedó dicho, el decreto 
de necesidad y urgencia debe ser sometido al control 
posterior de validez y legalidad del Poder Legislativo, 
en su condición de órgano constitucional representativo 
de la voluntad popular y cuya función propia y exclu-
siva es la sanción de leyes.

3. Objeto del decreto 407/2019

El decreto bajo análisis, como quedó dicho, sus-
pendió desde el 1° de enero de 2019 hasta el 31 de 
diciembre de 2019, inclusive, la aplicación de las 
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con el jefe de Gabinete de Ministros, tal como surge 
del mensaje 12/2019.

Asimismo, está acreditado que el decreto 407/2019 
fue remitido en tiempo y forma toda vez que el jefe de 
Gabinete de Ministros lo elevó a la consideración de 
la Comisión Bicameral de Trámite Legislativo el 7 de 
junio de 2019. Tratándose de un plazo de días hábiles, 
cabe tener también por cumplido el envío del decreto 
en el plazo previsto en el artículo 99, inciso 3, de la 
Constitución Nacional.

b) Requisitos sustanciales
Ahora bien, para que la atribución del Poder Ejecu-

tivo de emitir disposiciones con contenido legislativo 
pueda ser legítimamente ejercida es necesario que 
existan “circunstancias excepcionales” que requieran 
pronto remedio y que sea “imposible seguir los trámites 
ordinarios previstos para la sanción de las leyes”.

De acuerdo con la previsión constitucional será 
por lo tanto necesario, en cada oportunidad en que el 
Congreso deba pronunciarse, determinar si han existido 
las circunstancias excepcionales y la imposibilidad de 
seguir los trámites ordinarios para la sanción de las 
leyes que justifi carían y darían sustento al decreto de 
necesidad y urgencia de que se trate.

Vale recordar que en el célebre caso “Verrocchi” la 
Corte Suprema de Justicia sostuvo que “para que el 
Poder Ejecutivo pueda ejercer legítimamente facultades 
legislativas que, en principio, le son ajenas, es necesaria 
la concurrencia de alguna de estas dos circunstancias: 
1) que sea imposible dictar la ley mediante el trámite 
ordinario previsto por la Constitución, vale decir, que 
las Cámaras del Congreso no puedan reunirse por 
circunstancias de fuerza mayor que lo impidan, como 
ocurriría en el caso de acciones bélicas o desastres 
naturales que impidiesen su reunión o el traslado de los 
legisladores a la Capital Federal; o 2) que la situación 
que requiere la solución legislativa sea de una urgen-
cia tal que deba ser solucionada inmediatamente, en 
un plazo incompatible con el que demanda el trámite 
normal de las leyes” (Fallos, 322:1.726, 19/8/1999, 
considerando 9).

Más adelante en el tiempo, en la causa “Risolía 
de Ocampo”, la Corte Suprema avanzó un poco más 
en materia de validación constitucional de decretos 
de necesidad y urgencia, al expresar que “uno de los 
requisitos indispensables para que pueda reconocerse 
la validez de un decreto como el cuestionado en el 
sub lite es que este tenga la fi nalidad de proteger los 
intereses generales de la sociedad y no de determinados 
individuos” (Fallos, 323:1.934, 2/8/2000).

Por lo tanto, todo análisis razonable que pretenda 
validar un decreto de necesidad y urgencia debe 
efectuarse a la luz del texto constitucional y bajo las 
premisas interpretativas emanadas del tribunal cimero.

En resumen, es harto sabido que la procedencia de 
los decretos de necesidad y urgencia debe justifi carse 
a la luz de parámetros objetivos que permitan dilucidar 

disposiciones contenidas en el decreto 814 del 20 de 
junio de 2001 y sus modifi catorios, respecto de los 
empleadores titulares de establecimientos educativos 
de gestión privada que se encontraren incorporados a 
la enseñanza ofi cial conforme las disposiciones de las 
leyes 13.047 y 24.049.

El fundamento de la medida dictada no es otro, como 
quedó también aclarado más arriba, que evitar que 
la aplicación del decreto 814/01, en las instituciones 
educativas privadas, produzca el efecto contrario al ob-
jetivo perseguido por las políticas nacionales referidas 
a la promoción del desarrollo equitativo e igualitario 
de las regiones y sectores menos favorecidos del país. 
La aplicación del decreto 814/01, al contrario de estos 
propósitos, gravaría a quienes brindan el servicio edu-
cativo, a diferencia del resto de las actividades que no 
ven incrementados sus costos. Y esto podría ocasionar 
no solo un detrimento en la calidad educativa, sino 
también un impacto en el nivel de empleo del sector, 
lo que agravaría la situación económica y social actual 
producida por la crisis fi nanciera mundial y de la que el 
gobierno nacional procura evitar sus mayores riesgos.

4. Adecuación del decreto a los requisitos
formales y sustanciales

Es necesario destacar que el Poder Ejecutivo nacio-
nal ha dejado constancia en el último párrafo de los 
considerandos que la medida se dicta en el uso de las 
facultades conferidas por el artículo 99, inciso 3, de la 
Constitución Nacional.

En consecuencia, es menester verificar que se 
cumpla con los recaudos formales y sustanciales para 
habilitar su procedencia.

a) Requisitos formales
El artículo 99, inciso 3, de la Constitución Nacional 

establece una serie de requisitos de índole formal y 
sustancial para que se justifi que el dictado de un de-
creto de necesidad y urgencia por parte del presidente 
de la Nación.

El primero de esos recaudos formales es que el de-
creto en cuestión sea decidido en acuerdo general de 
ministros, quienes deben refrendarlo junto con el jefe 
de Gabinete de Ministros. Este último funcionario, ade-
más, debe remitirlo al Congreso dentro de los diez días 
posteriores a la emisión del decreto, lo que constituye 
un segundo recaudo formal.

Así, entonces, el primer análisis de un decreto de 
necesidad y urgencia, a la hora de dictaminar acerca 
de su validez, debe ser el referido a los mencionados 
recaudos formales. Solo luego de superado ese primer 
análisis o control, corresponde considerar la existencia, 
o no, de las circunstancias excepcionales igualmente 
previstas en la norma constitucional.

En el caso particular, se verifi ca que el decreto de 
necesidad y urgencia 407/2019 ha sido decidido y re-
frendado en acuerdo general de ministros juntamente 
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servaciones que se formulen a partir de la publicación 
del dictamen respectivo en el Orden del Día (artículo 
113, Reglamento de la Cámara de Diputados).

A todos los plazos involucrados, deberán adicionarse 
fi nalmente los que correspondan a su tratamiento en las 
Cámaras, con las correspondientes pautas y procedi-
mientos que la Constitución dispone para la formación 
y sanción de las leyes (artículos 77 al 84).

En resumidas cuentas, la situación que resolvió el 
decreto 407/2019 revestía una urgencia cuya solución 
imponía que se adoptara inmediatamente una medida 
que remediara los perjuicios y las desventajas que 
signifi caban para los empleadores titulares de estable-
cimientos educativos de gestión privada, con respecto a 
otros sectores. Esperar por los trámites parlamentarios 
con sus correspondientes rigorismos formales, hubiese 
implicado privar de efi cacia temporal a la solución le-
gislativa para reparar los menoscabos de los segmentos 
implicados.

En defi nitiva, y conforme al análisis de las circuns-
tancias fácticas esgrimidas, corresponde afi rmar que 
el decreto 407/2019 constituye una efi caz y adecuada 
solución legislativa –de carácter urgente y excepcio-
nal– que busca garantizar la protección de los derechos 
e intereses de los sectores sociales comprometidos.

6. Práctica institucional

En materia de decretos de necesidad y urgencia que 
responden a fi nes similares a los perseguidos con el 
decreto 407/2019, no podemos dejar de señalar otro as-
pecto de relevancia que hace también a la ponderación 
de los méritos que hemos considerado para consagrar, 
en esta comisión, su validación.

Nos referimos de ese modo a los antecedentes in-
mediatos e ineludibles que constituyen los decretos 
de necesidad y urgencia 1.034/01, 284/02, 539/03, 
1.806/04, 986/05, 151/07, 108/09, 160/11, 201/12, 
249/13, 351/14, 154/15, 275/16, 258/2017 y 310/2018, 
que hacen, en defi nitiva, al criterio de esta comisión 
sobre la materia en tanto ellos fueron aprobados por 
la misma, tal como se puede ver en las diferentes 
órdenes del día (v. gr.: 1.926/2006, 2.021/2007, 
1.665/2009, 2.162/2011, 180/2012, 1.873/2013, 
30/2014, 1.879/2015, 923/2015, entre otras).

De manera tal que es evidente que existe una doctri-
na, elaborada y consagrada por el Congreso Nacional 
a lo largo de los últimos años, de acuerdo con la cual 
es válido que el Poder Ejecutivo nacional sancione 
decretos de necesidad y urgencia que tengan por objeto 
suspender la aplicación de las disposiciones contenidas 
en otras normas a favor de los respectivos sectores in-
volucrados. Y que la evaluación de las circunstancias 
de hecho determinantes de la necesidad y urgencia es 
privativa de ese poder y, salvo casos excepcionales, 
corresponde que el Congreso acepte el resultado de esa 
ponderación realizada por el presidente de la Nación.

No puede haber dudas, en ese sentido, de que la 
interpretación auténtica del artículo 99, inciso 3, de 

si la medida adoptada obedece a una situación de ex-
cepcionalidad y urgencia o, por el contrario, se traduce 
en un acto de mera conveniencia. Lo primero está 
permitido a quien resulta ser el responsable político de 
la administración del país; lo segundo, no.

Conforme se desprende de los objetivos que tuvo 
en miras el decreto de necesidad y urgencia 407/2019, 
resulta evidente que, tanto la situación de gravedad y 
excepcionalidad como el interés general de los sectores 
comprometidos, motivaron su inmediato dictado bajo 
estricto cumplimento de las pautas que exigen y surgen 
tanto de la jurisprudencia antes relevada, como de las 
normas en juego que reglamentan su procedencia. La 
medida ejecutiva dispuesta por el presidente de la Na-
ción es un remedio razonable y efi caz para ello, pues 
esperar por los tiempos parlamentarios hubiese signi-
fi cado, a contrario sensu, un perjuicio inaceptable para 
los empleadores titulares de establecimientos educati-
vos de gestión privada que se encontraren incorporados 
a la enseñanza ofi cial conforme las disposiciones de las 
leyes 13.047 y 24.049.

5. Imposibilidad de seguir los trámites ordinarios 
legislativos previstos en la Constitución Nacional 
para la formación y sanción de las leyes

Fundamentadas tanto la urgencia como la necesidad 
del dictado del decreto 407/2019 en los términos ante-
riormente expresados, resta determinar si, además de 
la pronta solución legislativa que ameritó su emisión, 
hubiera sido posible esperar al inicio y desarrollo de la 
actividad parlamentaria.

Tal como fuera reconocido por la Corte Suprema en 
el citado caso “Verrocchi”, la procedencia y admisibi-
lidad –en términos constitucionales– de los decretos de 
necesidad y urgencia obedece, entre otras cuestiones, 
a “que la situación que requiere la solución legislati-
va sea de una urgencia tal que deba ser solucionada 
inmediatamente, en un plazo incompatible con el que 
demanda el trámite normal de las leyes” (Fallos, 
322:1.726, considerando 9).

Ahora bien, sabido es que el “trámite normal de 
las leyes” cuenta con plazos que son, muchas veces, 
incompatibles con la urgencia que amerita la solución 
de una determinada situación.

Así, entonces, no podemos soslayar que, una vez 
ingresado cualquier proyecto de ley en alguna u otra 
Cámara, y luego de asignado su tratamiento a la co-
misión o a las comisiones pertinentes previstas en los 
respectivos reglamentos, deberán esperarse su trata-
miento en reuniones de asesores, por las consultas a 
especialistas sobre cuestiones técnicas de la propuesta 
legislativa, el debate en el marco de la comisión, las 
consideraciones que puedan surgir relacionadas a las 
objeciones que presenten los miembros de cada Cámara 
respecto a los giros de comisión dados al proyecto (ar-
tículo 90 del Reglamento de la Cámara de Senadores 
y artículo 1º de la resolución de la Presidencia de la 
Cámara de Diputados del 21/10/1988) o aquellas ob-



 CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA NACIÓN O.D. Nº 1.924 5

meras reuniones sostenía que “nosotros mantenemos la 
fi losofía y la columna vertebral esbozada en el discurso 
de la miembro informante y presidenta de la Comisión 
de Asuntos Constitucionales, la doctora Cristina Fernán-
dez de Kirchner, que ha sido extremadamente meticulosa 
y abundante desde el punto de vista de los antecedentes 
institucionales históricos. Además, desde mi punto de 
vista, se trata de una valoración y una ponderación 
adecuada del análisis cuantitativo y cualitativo de los 
decretos de necesidad y urgencia. En este sentido, noso-
tros consideramos que la utilización de un instrumento 
de estas características implica naturalmente un criterio 
amplio, no estricto o restrictivo. Por eso desde el punto 
de vista de la fi losofía, entendemos que el uso de este 
tipo de instrumentos como los decretos de necesidad y 
urgencia se realiza con un criterio interpretativo amplio, 
con el control de la Comisión Bicameral y con el funcio-
namiento adecuado del Congreso” (expresiones vertidas 
por el senador Capitanich, en reunión de comisión del 
8 de noviembre de 2006).

Por tales motivos, y de acuerdo con la información 
relevada, no hay motivos sufi cientes para desconocer 
la validez del decreto analizado y sí los hay, en cam-
bio, para declarar su validez.

7. Conclusión

Por los fundamentos expuestos, encontrándose 
cumplidos los requisitos formales y sustanciales es-
tablecidos en la Constitución Nacional en lo que res-
pecta al dictado del decreto 407/2019, y siendo que la 
naturaleza excepcional de la situación planteada hacía 
imposible seguir los trámites ordinarios previstos por la 
Constitución Nacional para la sanción de las leyes y de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 10 de la ley 
26.122, la comisión propone que se resuelva declarar 
expresamente la validez del decreto 407, del 7 de junio 
de 2019, del Poder Ejecutivo nacional.

Decreto 407/2019

Pablo G. Tonelli. – Luis Petcoff  Naidenoff . 

ANTECEDENTE

Mensaje del Poder Ejecutivo

Buenos Aires, 25 de junio de 2019.

A la Comisión Bicameral Permanente del Honorable 
Congreso de la Nación.

Tengo el agrado de dirigirme a esa comisión, en 
virtud de lo dispuesto por los artículos 99, inciso 3, 
y 100, inciso 13, de la Constitución Nacional y por la 
ley 26.122, a fi n de comunicarle el dictado del decreto 
de necesidad y urgencia 407 del 7 de junio de 2019, 
que se acompaña.

Mൺඋർඈඌ Pൾඪൺ. 
Alejandro O. Finocchiaro.

la Constitución Nacional, y de la ley 26.122, es la 
que realiza esta Comisión Bicameral de Trámite Le-
gislativo, de acuerdo con la competencia que ambas 
normas le han asignado y en la medida, claro está, de 
que esa interpretación no sea modifi cada por el pleno 
de cualquiera de las Cámaras del Congreso o por los 
jueces de la Nación (posibilidad esta última que no se 
ha concretado, al menos hasta la fecha).

Al respecto hay otra cuestión referida a la interpre-
tación de las tres clases de decretos que son regulados 
por la ley 26.122 y el criterio dinámico que han ido 
adoptando los integrantes de la Comisión Bicameral 
en particular y los legisladores en general para aceptar 
la validez de tales medidas.

Ese temperamento ha signifi cado que la comisión 
interviniente tuviera una postura amplia y fl exible para 
analizar y dictaminar los decretos traídos a su consi-
deración, desde su puesta en funcionamiento en 2006 
hasta la actualidad. Esta pauta interpretativa amplia, 
consolidada por esta comisión durante el transcurso 
de los años, posibilitó, por ejemplo, que la comisión 
dictaminara a favor de la validez de los decretos de 
necesidad y urgencia dictados por el Poder Ejecutivo 
aun cuando el Congreso Nacional se encontrara en 
período de sesiones ordinarias. Del mismo modo, per-
mitió que la comisión haya adoptado una interpretación 
válida sobre lo que es entendido como de “necesidad 
y urgencia” en el razonamiento de que tales requisitos 
son autosufi cientes si se verifi can en las circunstancias 
esgrimidas que motivaron al decreto en cuestión.

Este criterio amplio de interpretación fue afi anzado 
por la Comisión Bicameral de Trámite Legislativo 
durante doce años de actuación ininterrumpida. Natu-
ralmente, la ponderación y actuación fl exible que esta 
comisión mantuvo a lo largo de todo este tiempo al 
examinar y dictaminar sobre los decretos de necesidad 
y urgencia reviste entidad sufi ciente para que sea con-
siderada como una práctica asentada que condiciona, 
salvo casos razonablemente excepcionales, una misma 
respuesta hermenéutica por parte de la comisión frente 
a decretos posteriores con contenidos similares o análo-
gos. De esta manera, la práctica parlamentaria aseguraría 
un adecuado nivel de seguridad jurídica, de confi anza 
legítima y, en determinados supuestos, de igualdad.

Es pertinente señalar también que varios dictámenes 
de la comisión afi rman la postura según la cual el cri-
terio para receptar y analizar los decretos de necesidad 
y urgencia debe ser amplio. En efecto, se ha expresado 
como fórmula genérica y reiterativa que “es criterio de 
esta comisión plantear un criterio amplio al analizar 
las circunstancias de carácter excepcional que operan 
como supuesto fáctico jurídico-político que autoriza 
el empleo del instituto del decreto de necesidad y ur-
gencia” (véanse: órdenes del día 8/2007, 2.409/2007, 
1.438/2007, 1.452/2009, entre otras).

Incluso desde las iniciales opiniones de los miem-
bros de la comisión se receptaba la regla interpretativa 
amplia. En ese sentido, el presidente de aquellas pri-
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Buenos Aires, 7 de junio de 2019. 

Vංඌඍඈ el expediente EX-2018-66348369- -APN-
SGCFE#MECCYT, la ley 27.430, los decretos 814 de 
fecha 20 de junio de 2001 y sus modifi catorios, 1.034 
de fecha 14 de agosto de 2001, 284 del 8 de febrero 
de 2002, 539 de fecha 10 de marzo de 2003, 1.806 del 
10 de diciembre de 2004, 986 del 19 de agosto de 2005, 
151 del 22 de febrero de 2007, 108 del 16 de febrero 
de 2009, 160 del 16 de febrero de 2011, 201 del 7 de 
febrero de 2012, 249 del 4 de marzo de 2013, 351 del 
21 de marzo de 2014, 154 del 29 de enero de 2015, 275 
del 1° de febrero de 2016, 258 del 18 de abril de 2017 
y 310 del 17 de abril de 2018, y

Cඈඇඌංൽൾඋൺඇൽඈ:
Que por el decreto 814 del 20 de junio de 2001 se 

dejaron sin efecto las exenciones y reducciones de 
alícuotas aplicables a las contribuciones patronales pre-
vistas en otras normas y se establecieron, con alcance 
general para los empleadores del sector privado, nuevos 
niveles para tales contribuciones.

Que por el título VI, “Seguridad social”, de la ley 
27.430 se modifi caron parcialmente las disposiciones 
del referido decreto.

Que las instituciones privadas de enseñanza com-
prendidas en la ley 13.047 y las transferidas a las ju-
risdicciones según la ley 24.049, quedaron alcanzadas 
por los términos de la normativa previsional citada.

Que, a través de los decretos 1.034/01, 284/02, 
539/03, 1.806/04, 986/05, 151/07, 108/09, 160/11, 
201/12, 249/13, 351/14, 154/15, 275/16, 258/17 y 
310/18 se suspendieron transitoriamente, para estos 
empleadores, las disposiciones del decreto 814/01, 
con el fi n de evitar el aumento de las contribuciones 
patronales a su cargo.

Que la aplicación de las alícuotas de contribuciones 
patronales establecidas en el inciso a) del artículo 173 
de la ley 27.430 para 2019 produciría un incremento 
desmesurado en las contribuciones patronales a pagar 
por las instituciones a las que se hizo referencia, el que 
sería cada vez mayor a medida que nos vamos alejando 
de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires e incluso de 
la propia provincia de Buenos Aires, ya que las reduc-
ciones de las que se benefi cian estos establecimientos 
difi eren en las diversas áreas y regiones del país.

Que dado que la mayoría de los establecimientos 
educativos privados goza de aporte estatal, siendo 
estos fi nanciados únicamente por las provincias, en 
virtud de la transferencia de los servicios educativos 
a las jurisdicciones provinciales atento lo establecido 
hace varios años por la ley 24.049, el incremento de 
las contribuciones patronales generará un aumento 
importante en las partidas presupuestarias de las pro-
vincias, ya que el aporte estatal no solo contribuye para 
el pago de los sueldos de los docentes curriculares sino 
también al pago de las contribuciones patronales de 
aquellos salarios.

Que, asimismo, en los casos en los cuales el instituto 
educativo no reciba aporte estatal o lo reciba parcial-
mente, el signifi cativo aumento de las contribuciones 
patronales originará incrementos importantes en el 
valor de los aranceles que abonan las familias por los 
servicios educativos, afectando su economía.

Que, de no propiciarse una nueva suspensión de las 
disposiciones del decreto 814/01, los establecimientos 
educativos privados, cuyo fi n es esencial para la Repú-
blica Argentina, perderán las actuales reducciones de 
las cuales gozan. 

Que la posibilidad de detraer de la base imponible de 
las contribuciones patronales la suma a que se refi ere el 
primer párrafo del artículo 4° del referido decreto que 
corresponde para el año 2019 no modifi ca el panora-
ma, puesto que el incremento de las alícuotas que se 
produciría con relación a las que actualmente abonan 
los establecimientos excluidos del decreto 814/01 
generaría un costo sensiblemente superior al benefi cio 
de la detracción.

Que es prioridad del gobierno nacional favorecer a 
los sectores de las regiones menos favorecidas del país 
a través de políticas que promuevan un desarrollo más 
equitativo e igualitario.

Que la inclusión en el decreto 814/01 de las ins-
tituciones educativas privadas produciría un efecto 
contrario a este objetivo de la política nacional, lo que 
hace necesario dictar la presente norma para corregir 
el efecto no deseado de aplicarlo a este sector.

Que el decreto 814/01 tendría un efecto regresivo 
en todas las jurisdicciones, pero principalmente en las 
más necesitadas.

Que la naturaleza excepcional de la situación plan-
teada hace imposible seguir los trámites ordinarios 
previstos por la Constitución Nacional para la sanción 
de las leyes.

Que la ley 26.122 regula el trámite y los alcances de 
la intervención del Honorable Congreso de la Nación, 
respecto de los decretos de necesidad y urgencia dic-
tados por el Poder Ejecutivo nacional, en virtud de lo 
dispuesto por el artículo 99, inciso 3, de la Constitución 
Nacional.

Que el artículo 2° de la ley mencionada preceden-
temente determina que la Comisión Bicameral Per-
manente del Honorable Congreso de la Nación tiene 
competencia para pronunciarse respecto de los decretos 
de necesidad y urgencia.

Que el artículo 10 de la citada ley dispone que la Co-
misión Bicameral Permanente debe expedirse acerca de 
la validez o invalidez del decreto y elevar el dictamen 
al plenario de cada Cámara para su expreso tratamien-
to, en el plazo de diez (10) días hábiles, conforme lo 
establecido en el artículo 19 de dicha norma.

Que el artículo 20 de la ley referida, prevé incluso 
que, en el supuesto que la citada Comisión Bicameral 
Permanente no eleve el correspondiente despacho, las 
Cámaras se abocarán al expreso e inmediato tratamien-
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aplicación de las disposiciones contenidas en el decreto 
814 del 20 de junio de 2001 y sus modifi catorios, res-
pecto de los empleadores titulares de establecimientos 
educativos de gestión privada que se encontraren 
incorporados a la enseñanza ofi cial conforme las dis-
posiciones de las leyes 13.047 y 24.049. 

Art. 2° – Dese cuenta a la Comisión Bicameral Per-
manente del Honorable Congreso de la Nación.

Art. 3° – Comuníquese, publíquese, dese a la Direc-
ción Nacional del Registro Ofi cial y archívese.

Decreto 407/2019

Mൺඎඋංർංඈ Mൺർඋං.

Marcos Peña. – Rogelio Frigerio. – Jorge 
M. Faurie. – Oscar R. Aguad. – Nicolás 
Dujovne. – Dante E. Sica. – Guillermo 
J. Dietrich. – Germán C. Garavano. – 
Patricia Bullrich. – Carolina Stanley. – 
Alejandro O. Finocchiaro.

to del decreto, de conformidad con lo establecido en los 
artículos 99, inciso 3, y 82 de la Constitución Nacional.

Que por su parte el artículo 22 dispone que las 
Cámaras se pronuncien mediante sendas resoluciones 
y el rechazo o aprobación de los decretos deberá ser 
expreso conforme lo establecido en el articulo 82 de 
nuestra Carta Magna.

Que los servicios permanentes de asesoramiento 
jurídico de los ministerios de Educación, Cultura, Cien-
cia y Tecnología, de Salud y Desarrrollo Social y de 
Hacienda han tomado la intervención que les compete.

Que la presente medida se dicta en uso de las fa-
cultades conferidas por el artículo 99, inciso 3, de la 
Constitución Nacional.

Por ello,

El presidente de la Nación Argentina, en acuerdo 
general de ministros

DECRETA:

Artículo 1° – Suspéndese desde el 1° de enero de 
2019 hasta el 31 de diciembre de 2019, inclusive, la 


